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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor LUIS ALFONSO SÁNCHEZ RUÍZ contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, al considerar violado el derecho al debido proceso.    

1.- SOLICITUD 

El actor, quien se encuentra detenido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario Peñas Blancas localizado en el municipio de Calarcá (Qdío.), acude ante el Juez Constitucional para informar que durante el proceso que se le adelantó, se acogió a la figura de la sentencia anticipada una vez quedó ejecutoriada la calificación del mérito sumarial con Resolución de Acusación. Como consecuencia de ello, se abrevió el sumario y se le impuso una pena de ciento doce (112) meses de prisión a la cual se le disminuyó una octava (1/8) parte por la aceptación de los cargos en la fase del juicio, de tal manera que la pena definitiva fue de noventa y ocho (98) meses de prisión.
Con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004 se establecieron una serie de rebajas por la realización de preacuerdos, según lo disponen sus artículos 351 y 352, último de los cuales prevé un descuento de la tercera parte por la verificación de los mismos desde cuando se presenta la acusación hasta el momento en que el acusado es interrogado al inicio del juicio oral.
Durante la fase de ejecución de la pena, formuló solicitud de aplicación del principio de favorabilidad y el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira modificó la rebaja de una octava (1/8) parte que le había sido previamente concedida (14 meses) y en su lugar le reconoció un descuento de una sexta (1/6) parte (21 meses) en aplicación de lo dispuesto en el mencionado artículo 352 -sic- de la Ley 906 de 2004, de tal suerte que la pena definitiva fue del orden de noventa y tres (93) meses de prisión.

Sostiene que de conformidad con los lineamientos de la Corte Constitucional, a la rebaja de una octava (1/8) parte del anterior sistema corresponde una disminución de una tercera (1/3) parte en la actualidad. En ese sentido, calcula que el descuento debe ser de treinta y siete (37) meses y diez (10) días, con lo cual su pena debe quedar en setenta y cuatro (74) meses y veinte (20) días, y no como lo estableció el Juzgado accionado. Refiere además que el ámbito de movilidad del a quo dentro de los cuartos fue superado ampliamente sin que se tuvieran en cuenta las circunstancias de menor punibilidad y hace notar que la sanción se niveló en los límites últimos del primer cuarto medio y en los albores del segundo cuarto medio en lo referido con el delito de Acceso Carnal Abusivo. De igual manera se procedió en lo referente al concurso por el delito de Incesto donde al ubicarse en los cuartos medios se le impuso una pena demasiado alta dada su calidad de trasgresor primario del orden jurídico.

Solicita por intermedio de esta acción que se le proteja el derecho al debido proceso y se disponga que la rebaja de pena que le corresponde sea de una tercera (1/3) parte de tal manera que la pena definitiva que se le imponga corresponda a setenta y cuatro (74) meses y veinte (20) días de prisión.  

2- CONTESTACIÓN

El Titular del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, adjuntó copia de la decisión allí adoptada el cinco (05) de abril de 2006, mediante la cual de conformidad con lo establecido en el artículo 367 de la Ley 906 de 2004, concedió una rebaja de dieciocho (18) meses y veinte (20) días de prisión, quedando en definitiva la pena a purgar por el señor LUIS ALFONSO SÁNCHEZ RUÍZ en noventa y tres (93) meses y diez (10) días de prisión.
Sobre la solicitud de amparo, aclara que el expediente adelantado en contra del señor SÁNCHEZ RUÍZ fue remitido desde el nueve (9) de mayo del presente año para ser repartido entre los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Armenia (Qdío.). No obstante, la solicitud de redosificación de la pena fue resuelta dentro del término procesal oportuno, procediendo a conceder la rebaja solicitada dentro de los parámetros que establece la Ley y con base en el criterio adoptado por ese estrado judicial. Por demás, el auto fue debidamente notificado al interno y dado su carácter de interlocutorio era susceptible de recursos, por tanto, si no se encontraba conforme con la decisión adoptada debió interponer el recurso de reposición o en subsidio apelación, tal como lo consagra la Ley.
Estima el funcionario accionado que el actor no puede pretender por vía de tutela que se revivan los términos y se modifiquen decisiones adoptadas por un Juez de la República, cuando existen otros mecanismos establecidos en la Ley para lograr que el superior jerárquico emita un pronunciamiento al respecto, que implique revocar, confirmar o modificar la decisión adoptada por el a quo.

Concluye sosteniendo que acatar la Ley no puede constituir en modo alguno violación al debido proceso y mucho menos cuando el actor ha sido enterado en debida forma sobre las razones que motivaron la decisión adoptada cinco (5) meses atrás, sin que se haya tenido conocimiento de la inconformidad del señor SÁNCHEZ RUÍZ. Solicita en consecuencia, desestimar las pretensiones de la demanda incoada.
3.- SE CONSIDERA
En los términos del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, es esta Sala competente para pronunciarse sobre la acción de tutela interpuesta en contra del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dada su calidad de superior funcional del despacho accionado.

5.1.- Problema a resolver 

Entiende el Tribunal que en el presente evento se impone determinar si la actuación del Juzgado accionado al pronunciarse sobre una solicitud de redosificación punitiva por aplicación del principio de favorabilidad, vulneró de alguna manera el derecho al debido proceso en los términos señalados por el actor.
5.2.- Solución al debate

La acción de tutela se erige hoy por hoy, tras quince años de desarrollo jurisprudencial, como el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier Juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

Habida cuenta de pregonarse que la actuación cuestionada al redosificarse la pena del sentenciado, vulneró su derecho al debido proceso, debe mencionarse que esta garantía fundamental, tiene unos componentes -como es de todos conocido- que se hayan dispersos a lo largo y ancho de la Constitución Política, por ejemplo, en sus artículos 29 (con sus ingredientes de derecho a una defensa técnica, controversia de las pruebas que se presenten en contra, exclusión de pruebas obtenidas ilegalmente, favorabilidad en materia penal y respeto de las formas propias de cada proceso –debido proceso en sentido estricto-), 31 (doble instancia), 33 (prohibición de ser obligado a autoincriminarse o incriminar a sus familiares), 228 (prevalencia de lo sustancial sobre las formas) y 229 ( derecho al acceso a la justicia), entre otros.

En el asunto que ha sido puesto a consideración de la judicatura, no puede desconocerse que la decisión que ahora es rechazada por intermedio de este excepcional mecanismo, podía perfectamente ser atacada a través de los mecanismos normales estipulados en la Ley cuando se está en desacuerdo con la decisión adoptada por una autoridad judicial, lo que de por sí constituye una garantía más para quienes soportan los rigores de la actuación judicial –tal como se mencionó antes-, en tanto un Juez de superior jerarquía es el llamado a determinar si hubo acierto o desacierto en la decisión adoptada en la primera instancia. Nótese cómo incluso en el cuerpo del auto interlocutorio proferido, de conformidad con lo acostumbrado en este tipo de decisiones, de manera específica se consignó en el punto tercero de su parte resolutiva “Contra esta providencia procede el recurso de reposición ante este despacho y del de apelación ante la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira”
, sin que el interno hubiera hecho uso de alguno de los recursos allí mencionados, con lo cual esa determinación quedó en firme. 
Infortunadamente para sus intereses, es necesario aclararle de una vez al accionante, que la acción de tutela no puede ser considerada como una instancia opcional a la cual se pueda acudir para atacar una decisión judicial, toda vez que es requisito esencial que se ejerciten los mecanismos de defensa judicial de que se disponga. Nos estamos refiriendo en concreto, a la obligación de interponer los recursos ordinarios -en este caso el de reposición y/o el de apelación- cuando se está inconforme con la determinación adoptada, sin que sea dable de buenas a primeras acudir ante el Juez en sede de tutela, con el fin reemplazar el trámite previamente establecido para acceder a la segunda instancia y del cual se hizo dejación en el momento pertinente para ello. 
De admitirse una tesis como la propuesta, no habría necesidad entonces de acudir a los recursos dispuestos en las leyes procesales, porque sencillamente se acudiría al trámite breve y sumario dispuesto para la acción de tutela, en aras de obtener las decisiones que se reclaman de la Administración de Justicia.

En ese entendido, debe decirse que frente a la posición procesal del señor SÁNCHEZ RUÍZ, necesariamente debe desprenderse que el auto interlocutorio atacado, ha quedado en firme y perdió la oportunidad para que fuera revisado por el mismo funcionario judicial que lo profirió o por esta misma Sala, como superior funcional del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

Debe recordarse que la demanda de tutela contra decisiones judiciales, requiere el cumplimiento previo de ciertos requisitos de procedibilidad inherentes a ella, tal como se dijo en decisión de la Corte Constitucional donde se reitera la posición adoptada con miras a fijar reglas claras que permitan dilucidar en qué eventos procede la acción de tutela contra providencias judiciales, como en el caso que ahora concita la atención del Tribunal. Allí se explicó:

Sobre esta modalidad de defectos afirmo esta Corporación:“[e]stos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales
”. (Subrayas fuera de texto) 

Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias, la violación de la Constitución por parte de la providencial judicial examinada. Y segundo, se abandona la verificación mecánica de la existencia de tipos de defectos o de vías de hecho, por el examen material de las mencionadas causales de procedibilidad referente a la idoneidad para vulnerar la Carta de 1991. 

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, los siguientes:

1. Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

2. Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

3. Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

4. Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

5. En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

6. Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

No basta, entonces, que la providencia judicial atacada en sede de tutela presente uno de los defectos materiales anteriormente señalados, también se requiere la concurrencia de los requisitos de procedibilidad definidos por la jurisprudencia de esta Corporación para que prospere la solicitud de amparo constitucional.
(negrillas excluidas).
Como fácil se observa, el ejercicio previo de los recursos ordinarios es requisito indispensable -sine qua non- para que se pueda estudiar la posibilidad de otorgar el amparo invocado contra providencias judiciales, requisito que no se cumplió. Además, como aquí no se aprecia que se trate de evitar un perjuicio irremediable, dado que nada impedía que se hubieran interpuesto los  recursos ordinarios, lo que permite pensar que en su momento (7 meses atrás) se mostró conformidad con la decisión en ese entonces adoptada, en tanto le concedió una importante rebaja de pena al sentenciado. Así las cosas, se hace imprescindible declarar la improcedencia de la acción impetrada.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano LUIS ALFONSO SÁNCHEZ RUÍZ.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� Cfr. Fl. 30 del Cuaderno de la presente acción.


� C-590 de 2005.


� Sentencia T-102 del 16-02-2006, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.
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